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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
14742 Sala Primera. Recurso de amparo número 677/1987.

Sentencia número 78/1987, de 26 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente! don Luis Diez-Picazo y Ponee de León, don
Antonio Truyo Serra, don Eugenio Díaz EimiJ Y don Miguel
Rodrí¡uez-Piñero y Bravo--Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo electoral núm. 677/1987, interpuesto
por doña María de los Angeles Vielva Juez, representada por el
Procurador don Rafael Rodríguez Montaul, y con asistencia de
Abogado, contra acuerdn de la Junta Electoral de Zona de Burgos
de no proclamación de la candidatura de Alianza PopUlar para el
Ayuntamiento de Burgos.

Ha sido parte la Federación de Partidos de A1ianza Popular,
representada por el Procuradnr don AI¡imiro Vázquez GuiUén, con
dirección de Letrado.

Ha intervenido el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponrnte el
Magistrado don Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de
la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. El día 22 de mayo en curso tuvo entrada en este Tribunal
-remitida por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Territorial de Burgos, ante la que se había presentado­
demanda de amparo formulada en nombre de doña Maria Angeles
Vielva Juez, en la que se exponen sustancialmente los si¡uientes
hechos:

a) La Federación de Partidos de Alianza Popular designó
como representante general electoral para la provincia de Burgos
para las elecciones convocadas por Real Decreto 508/1987, de 13
de abril, a don José Maria Iturrino Sierra ante la Junta Electoral
Provincial de Burgos, designándose a sí mismo reJ?resentante de las
candidaturas de Alianza Popular en los muniCIpios del ámbito
territorial de la Junta de Zona de Burgos, y en ambos casos dentro
de los plazns específicamente exigidos por el arto 186.1 de la Ley
Orgánica de R~men Electoral General.

b) Con el lDdicado carácter, el señor Iturrino presentó la
candidatura de la ¡tederación de Partidos de Alianza Pnpular para
el municipio de Burgos a las nueve horas del día 29 de abril
de 1987.

c) El día 2 de mayo.de 1987 la Junta Electoral Provincial de
Burgos recibió un telegrama de la Junta Electoral Central partici.
pándole que ~el representante de la Federación de Partidos de
Alianza Popular ante la Junta Provincial a efectos de las Elecciones
Municipales y del Parlamento Europeo es don Isidro Rodriguez
Uorente, dejando sin efecto el nombrado anteriormente don losé
María lturrino Sierra. Y ha designado representante de candidatu­
ras para ante la Junta electoral de Zona de Burgos en las Elecciones
Municipales a don Jesús Sepúlveda Recio». En esa misma fecha, 2
de mayo de 1987, la Junta Electnral Provincial transmite el
despacho telegráfico a la Zona de Burgos.

d) El 4 de mayo el nuevo representante de la candidatura de
Alianza Popular presentó escrito ante la Junta Electoral de Zona de

Burgos manifestando que retiraba la candidatura presentada por
dicho Partido para el Ayuntamiento de Burgos, por lo que la Junta
no proclamó dicba candidatura.

e) Contra el acuerdo de no proclamación interpuso recurso
contencioso-administrativo, entre otras personas, doña Maria de
los Angeles Vielva Juez, recurso que fue desestimado por la Sala de
dicha Jurisdieción de la Audiencia Territorial de Burgos.

La demandante de amparo que no alude en su relato fáctico a
las nuevas designaciones de candidatos de Alianza Popular, suceso­
ras de las no proclamadas, considera que tales nuevas designacio­
nes son extemporáneas, no habiéndose cumplido tampoco el plazo
establecido por el arl. 186.4 de la Ley Electoral conforme al cual los
representantes de las candidaturas ban de personarse ante la
respectiva Junta Electoral de Zona para aceptar su designación, en
todo caso, antes de la presentación de la candidatura correspon­
diente, dándose el caso de que la presentación de la candidatura de
A1ianza Popular tuvo lugar el 29 de abril y la aceptación del nuevo
representante fue el 2 de mayo. La retirada de la candidatura
iDlcial, razona la demandante, es también contraria al arl. 48.1 en
concordancia con el 47.2 de la Ley Electoral conforme a los cuales
sólo pueden renunciar los titulares de la candidatura. De todo ello
deduee la demanda que se ba vulnerado el arl. 24.1 de la
Constitución por falta de tutela judicial efectiva.

Estima la demandante igualmente vulnerado el arl. 23.2 de la
Constitución toda vez que la retirada o modificación máxima de la
candidatura no aparece en la Ley Electoral, y por otra parte la
renuncia aparece en dicba Ley como un acto de liberalidad del
candidato, citando en su apoyo nuestra Sentencia de 4 de febrero
de 1983 y su expresión de que el que pretende acceder a un cargo
político no puede depender de una voluntad ajena a la de los
electores, y que el derecho a participar en las elecciones co........
ponde a los ciudadanos y no a los partidos políticos.

Concluye la demandante suplícando que se diete Sentencia
acordando ~amaciónde bi candidatura excluida.

2. Pnr' cia de ordenación del mismo día 22 de mayo se
acordó dar de la solicitud de amparo al Ministerio FISCal
para que en el plazo de un día pudiese presentar su escrito de
alegactones, las cual.. fueron efectivamente presentadas en el plazo
otorgado.

El Ministerio Fiscal ba expuesto que el recurso regulado en el
art. 49 de la Ley Electoral se contrae a candidatos o candidaturas
proclamadas o excluidas de proclamación, y en el caso que nos
ocupa ninguno de los recurrentes (que integraban una lista presen­
tada ante la Junta Electoral correspondiente, pero que no llegó a ser
publicada) tiene o ha tenido nunca la condición de candidato.
Sucedió que un inicial representante de Alianza Popular~ntó
las listas de los futuros candidatos a las eleccinnes muniCIpales en
la ciudad de Burgos. Posteriormente, otro representante -que babia
sucedido al anterior, revocada su de~ón- fue admitido por la
Junta Provincial y ¡n'Csentó nueva lista de futuros candidatos a
dichas elecciones, y fue esta la lista admitida definitivamente por
la Junta de Zona, y la que se publicó conforme a lo previsto en el
art. 47.1 de la Ley Electoral. No bay más candidatura que la
suscrita por el representante de los partidos (arl. 45) Y el único
representante admitido por decisión unáníme de la Junta fue el
segundn. Si los recurrentes nunca fueron tenidos por presentados,
pues la lista electoral que integraban no llegó a ser publicada, no
han sido en ningún momento candidatos ni puede decirse, por ello,
que hayan dejado de ser procJamados puesto que no podlan serlo.
La leSión de su derecho no puede encontrarse en la falta de
proclamación, c¡ue es lo esgrimido abora y en la impugnación
anterior, sino, 51 acaso, en su falta de admiSIón como candidatur:
presentada, y si el recurso utilizado se refiere sólo a candidatura
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clamadas o denepc!a su proc!amación, hay que concluir en la
procedencia del mismo.
La ,alcpción de la demandan", de que la _da desi¡nación

fectuada por la orpnización central de Alianza Popular no era
'4Iida puesto que la peraonación del nombrado an'" la Junta se
>libia efeetusdo fuera del tiempo marcado en el mismo precepto,
, que arrastraba la nulidad de todos sus actos posteriores, no alude
ID problema de constitucionalidad, sino de la Icplidad ordinaria,
como ta\, '1 de modo motivado, ha sido resuelto por la Audiencia.

.o que se PIde ahora es un nuevo juicio de 1cpIidad, in"'rprctaeión
aplicación de las normas electorales atinentes a los representan"'s

¡Ue se ajus'" a lo sosu:nido por los recurrentes, lo cual es extraño
la naturaleza del recurso de amparo.

En el orden de legalidad ordinaria, al ~:~.ro0blema pertencce,
1 Junta Electoral 1::entral se ha pron ' sobre la validez
Jrldica del representan'" que se peraona an'" la correspondien'"
unta tardiamen"'; no se retrotraer4n las actuaciones del proceso
lectoral, pero~ rcaIizar v4\idamen'" cuantas actuaciones sean
'll'!men'" posIbles a partir de su desi¡nación, por lo que los actos
ealizados por el nuevo representan"', entre ellos la representación
e las candidaturas, no adolecen de leaaIidad Si la Audiencia
solvió en este sentido, aunque no utifizase este razonamiento,
ero si otros motivados, no puede decirse fundadamen'" que los
ocurrentes se han visto privados de la debida tu"'la judicial, que,
omo es obvio, no UlDia que ¡>restarla la Junta, como parcelan
uerer decir en el proceso preVIo.

Examina dcspu6s el Ministerio FISCl1 el _do derecho
onstitucional cuya vulneración se al.... el de acceso a los cargos
,úblicos, el cual prantiza el arL 23.2 de la Constitución «con los
"Iuisitos que establezcan las 1.eyes».

En CSUl caso las exi¡encias Ieples han sido corrcctarnen'"
umg~:sLa falta de proclamsciÓD se debió no a una decisión de
lA' 'tración electoral, sino a la actuación inUlrDa del partido
,oUtico por el que los aspirantes a proclamación pre"'ndlan
resenlarSe. Y las decisiones inUlrnaS de los partidos integrando a
nos y excluyendo a otros de sus listas electorales carece de
:ascendencia constitucional en relación con el clerccbo fundamen­
11 esgrimido.

3. La representación de la Federación de Partidos de Alianza
'OPular' oportunamen'" ~nada, se opuso al otorpmiento del
mparo alepndo que nadie ha impedido a la recurren'" acudir a la
la judicial_y que el derecho a la tutela judicial efectiva le ha sido
ltisfccho. Y en cuanto a las pre"'ndidas infracciones de la Ley
Jectoral se reconducen al cambio de representación el cual no está
revisto en la Ley Electoral, por lo que debe recondueirse, a su vez,
1ordenamiento civil en lo relativo a las relaciones entre represen­
m'" y representado, cuyo apoderamiento la demandan'" pre"'nde
.. irrevocable aun cuando en el proceso electoral queda una fase
e extraordinaria y vital importancia, como es la de presentación
e candidaturas, que no puede quedar al libre arbitrio del represen­
m.'" fuera de las instrucciones del que le apoderó. Niega la
emandada la equiparación preUlDdida por la rccurrctI'" de la
etirada con la modificación de la candidatura, considerando
mcctamen'" lealtims la retirada de candidaturas por un partido
·oUtico. y ni... asimismo que la Junta haya vulnerado el art, 23.2
e la Constitución, ~ues el candidato no se presentó a si mismo,
ino que fue el parUdo quien lo presentó, sien.do la aceptación un
imple elemento integraclo en un acto complejo realizado por quien
,ene título para ello. En cuanto a la Sentencia citada por la
,emandante, destaca la demandadl que con"'mplaba un caso
Jatinto del presen"', pues se referla a peraonas sobre las que ya
.abia recaldo la voluntad de los electores y que tenlan la condición
.c electos, cuando aquf se trata de nueva nominación.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. De loa dos derechos fundamentalea CJue en la demanda se
licen menoscabados por el acto impu¡nado (~ dec¡Iarados, ~pec­
ivamente, en los arts. 24.1 Y 23.2 de la ConltilUCtÓn), el pnmero
le ellos -el derecho a obtener una tutela judicial efecltva, sin
ndefensión- es de todo punto manifiesto gue DO rcsuItó afe<:tado
>01' el Acuerdo de la Junta Electoral de ZOna de Bur¡os que es
.bjeto de recurso. No se alcanza a advertir, en efecto, de q~ modo
ludo incidir en la pranlía COnatitucioDll que as! se invoca ea'"
,eto de la administración electoral median'" el que se rcalizó la
lroclamación de los eandidalOl en IU día presentados an'" la
'orrcspondlen'" Junta para concurrir, en el municipio de Bw¡os,
'. Ial elecciones localea convoeadaL Es eviden'" que la adopción de
su: acto en nada impidió a=hoy demanda recurrir an'" el
rribunal competen"', como 'vamente as! hizo, pidiendo IU
~Djnjci.miento y anulación por coDliderarlo lesivo de sus derechos.
rambiálea notorio que la entoncea recurren'" obtuvo de la Sala de
o Contencioso-Adminiatrativo de la Audiencia Territorial de
lur¡os, median'" la Sen"'ncia del día 16 de mayo, una resolución
uficientemen'" razonada y fundada en DeRcllo, lo que, de
,onformidad é:on una muy reiterada doctrina constitucional, basta

para descartar, en el caso, todo asomo de la indefensión que la
Constitución proscribe.

Importa, por lo demás, recordar que este recurso de amparo
electoral no existe para supervisar el cumplimiento debido, por
parte de la adotinistración electoral, de todas y cada una de las
de"'rminaciones con"'nidas en la Ley Or¡ánica 5/1985, de 19 de
junio. Existe sólo, de conformidad con su propia naturaleza, para
prantizar los derechos fundamentales a que se refiere el arL 53.2
de la Constitución fren'" a los actos de los poderes públicos que
hayan podido lesionarlos. Se sisue de ello que no pueden ser objeto
de controversia en este cauce las supuestas irresu1aridadcs que, con
cita de lo dispuesto en el arto 186 y en 01n¡J preceplOl de aquella
Ley Or¡ánica, dice la recurren'" que se produjeron al rcvocarse por
la Federación de Partidos de Alianza Popular, sustitu~ndolo J?Or
otro apoderamiento, el mandato inicialmente confendo a qwen
hizo la presentación de la candidatura en la que li¡uraba doña
MarIa de los An¡eles Vielva Juez. En la bipó",sis de que semejan"'s
irregularidades se hubieran efectivamen'" prodUCIdo, en nada
habrían las mismas afectado a ninguno de los derechos fundamen­
talea que pueden ser objeto de protección en esta vla constitucional.
Asl, por lo que se refiere al primero de los motivos de esta Queja,
el amparo no puede ser concedido.

2. Se aduce tambi~n una infracción del clerccho de la actora,
reconocido en el arL 23.2 de la Constitución, a acceder en
condicionea de i¡ualdad, y según los requisitos que las Leyes
señalen, a los cargos públicos. La tesis de la demanda es que el
derecho fundamental se vulneró al haber aceptado la Junta
Electoral de ZOna -sin renuncia por parUl de la actora- la retirada
de la candidatUra inicialmen'" presentada en nombre de la Federa­
ción de Partidos de Alianza Popular, en la que fi¡uraba la
recurren"'... retirada in"'resada por el nuevo representan'" electoral
de dicha ..cc1eración.

Apenas encuentra acomodo este planteamiento, como conside­
ración inicial, en el marco del especifico proceso de amparo
previsto en el arL 49 de la Ley OrBánica 5/l 985, pues, aesúD
observa con razón el Minilterio Fiaca\, dlcbo proceso, al i¡uaI que
el con\encioso-administrativo que le precede, eatá establecido, en
principio sólo para impu¡nar los Acuerdos de Jl!'OcIamación de las
Juntas elec.orales, reconociéndose al efecto iellitimsción, en lo que
ahora importa, a los candidalOl excluidos o a los representantes de
Iaa candidaturas cuya proclamación se hubiera denepdo. Ocurre,
sin embargo, que, eatando a lo que en la demanda se dice y a los
antecedentes que an'" nosotros obran, el acto que de llevar la
razón la actora, hubiera lesionado el derecho seria no iá denepción
de su proclamsción como candidata propuesta, sino con carácter
previo, la decisión de la Junta Electoral de ZOna, ¡¡¡¡optada el día
4 de mayo, median'" la que se acosió la solicitud formulada por el
nuevo representan'" electoral de la Federación de Partidos de
Alianza Popular a efectol de que se tuviera por retirada la
candidatura presentada por la peraona cuyo poder fue lUCIO
revocado. Al acoaer tal solicitud tuvo tambiál la Junta por no
rcaIizada la presentación de la candidatura que se llevó a cabo el
día 29 de abril y, por lo mismo, dejó entonces de ser candidata
propuesta quien hoy recurre, no habIendo ya lusar, en consecuen­
cia, a la publicación de la candidatura que dispone el arL 47.1 de
la Ley 0rBánica y quedando descartada, como se comprende, la
final proclamación de quien habia ya dej,ado ~ ser candidata en el
sentido del arto 47.3 de la misma Ley 0rBánica. Se desprende de
todo ello, en definitiva, que el acto supuestamente lesivo no fue
aquf la proclamación llevada a cabo por la Junta Electoral el día 12
de mayo -el único impugnable con arreaJo a lo diapuesto en el
artículo 48.1 de la Ley 0tKAnica- y que tampoco fue la hoy
demandante, en ri¡or, candidata que pudiera entoncea eaperar su
proclamsción, pues tal expectativa dejó de exiatir desde el
momento en que no se llevó a cabo la previa publicación (arL 47.1
de la Ley OrBánica) de la candidatura en la que ella fi¡uró.

Es'" modo, cuando menos atípico, de acceder al recurso de
amI"'"! constitucional no ha de llevar ahora, con todo, a disponer
su madmisibilidad, pues ea lo cierto que el recurso contencioso­
administrativo interpueato por la actora -vía previa para el
presen"'- fue admitido a trámi'" sin objeción y resuelto en cuanto
al fondoJlOI' la Sala correspondien'" de la Audiencia Territorial de
t:!.~Procede, pues, entrar a examinar si la violación del derecho

ental que se denuncia se produjo efectivamen"'.
3. El derecho electoral pasivo que aqul. aesúD la demanda,

babria sido menoacabado balIa su eaoeclfica pranlía constitucional
en lo prevenido en el arL 23.2 de laNorma fundamental. precepto
CJue remite, en su inciso final, a «101 requisitos que señalen las
Leyes», con arrcaIo a las cualea, por lo tanto, se habrá de
determinar, en cadá caao, quién reúne los requisilOl neceaarios para
pretender participar con eficacia en el procedimiento a cuyo
tmnino se proveerá un cierto puesto o cargo público. Conviene
observar, en lo que ahora importa, que, si bien la titularidad de este
derecho de sufragio pasivo corresponde a todas las peraonas que
dice el art, 67 de la Ley OrBánica 5/1985, IU concreto ejercicio



4 Jueves 2S junio 1987 BOE núm. I S1. Suplemento

viene condicionado, en estas elecciones, por sufragio univenal
directo, a ~ue la persona así titular del derecho sea presentada
como candidato por una de las orpDizaciones o agrupaciones
habilitadas por la uy pan ello (arta. 44 Y 186.3 de la uy
Or¡ánica). Y nadie, como se comprende, ostenta frente a sus
conciudadanos un derecho fundamental para ser por eUos pro­
puesto y presentado, a través de tales orpnizaciones o agrupacio­
nes, como candidato en unas elecciones.

El debido respeto del derecho que se reconoce en el arto 23.2 de
la Constitución requiere, en la fase de presentación y proclamación
de candIdaturas que-ti1ora se contempla, que quien haya sido
efectivamente presentado como candidato sea proclamado por la
Junta Electoral competente cuando reúna los requisitos por la Uy
señalados y luego de que, en su caso, se haya procedido a la
subssnación de las irregularidades denunciadas PQr terceros o
a~das de oficio por la misma Junta (apartados 2.·, 3.· y 4.· del
Cltado art. 47). La Uy que en este punto dessrrolla el enunciado
constitucional dispone, pues, que quien haya sido tenido por
candidato presentado -y como tal anunciado en la publicación que
previene su arto 47.1- sea, de no existir defectos no subssnados en
su candidatura, efectivamente proclamada, y por eUo en el art. 49
se abre una especifica via de recurso pan impu¡nar, en lo que aquf
interesa, la denegación administrativa de la proclamación, impi­
diéndose, de otro lado, en el arto 48.1 toda modificación de las
candidaturas una vez presentadas y • salvo las excepciones allí
previstas. El acto de la presentación llUll'Ca, pues, el inicio del
procedimiento a cuyo término se habré de llegar, en su caso, a la
proclamación de la candidatura, y por ello a la presentación ntisma,
válida y eficazmente realizada, se liga la expectativa del candidato,
garantizada por el ordenantiento, de que, de no quedar afectada su
propuesta por defectos que no hayan sido oportunamente subssna­
dos, será finalmente así proclamado por el órpno de la Adminis­
tración electoral.

No define, ciertamente, la Ley qué haya de entenderse, en estos
términos, por «presentaeióll» eflcaz de la candidatura, aunque si
regula su modo de realización J?Or quienes la promuevan, los
requisitos del correspondiente esento Ylas condiciones formales de
su recepción por la Junta Electoral (arta. 45 y 46), disponiendo,
asimismo, que las candidaturas presentadas deben ser publicadas
en el vigésimo seJllndo dia posterior a la convocatoria (art. 47.1)
en el .Boletin Oficial de la Provincia» pan el caso de estas
elecciones municipales (art. 187.4). Esta ralta de definición legal en
orden a lo que haya de entenderse por «presentaeióll», con sus
correspondientes efectos jurídicos, de la candidatura requiere, asl,
ser integrada por las normas comunes que en el ordenamiento
regulan la realización, dentro de plazo determinado y mediante
representación, de determinados actos jurídicos.

Se si~e de lo dicho que, con antenoridad a la publicación de
las candidaturas presentadas, no puede alln hablarse, en riJOr, de
candidatos electorales reconocidos como tales por la Adnunistra­
ción, existiendo sólo un acto inicial de propuesta a cargo de los
promotores de la candidatura y una mera recepción administrativa
del escrito que la incorporan. Alln no eficaz, por lo tanto, este acto
primero de los promotores -y no siendo todavla, por lo mismo,
«CllIldidato» qwen haya sido asl propuesto- nada impide, de
principio, el que, antes del acto formal mediante el que se dispone

14743 SaJa Primera. Recurso de amparo número 41/1986.
Sentencia número 79/1987, de 27 de mayo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Díez-Picazo y Ponee de uón, don
Antonio Truyol Serra, don Eugenio DIaz Eimil, don Miguel
Rodríguez-Pidero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 41/1986, promovido por el

Procurador don Fralll:isco A1varez del Valle García, en nombre y
representación de don X, defendido por el utrado don José Luis
Sanz Arribas, contra él Auto de 4 de diciembre de 1985 de la Sala
Segunda del Tnbunal Supremo que inadmitió el recurso de
casación formulado por el recurrente citado contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de La Coruña de 24 de mano de 1984.

Han sido parte el recurrente en amparo rel Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Migue Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. La Audiencia Provincial de La Coruña dietó Sentencia en
la causs núm. 50/1974, procedente del Juzgado de Instrucción

por la Junta la publicación de las candidaturas, pero alln dentro del
plazo para su presentación, se puedan controvertir por sus mandan·
tes los actos realizados por los representantes electorales con arreg\c
a las normas comunes anles citadas y a efectos, por ejemplo, de
depurar eventuales extralimitaciones en el desempedo del poder
conferido. Ni en tal supuesto se afectarla al derecho fundamental
de quien todavia no ha sido tenido por candidato mediante la
correspondiente publicación n!t desde luego, corresponde a estr
Tribunal, en el presente procedimiento, supervissr la aplicación,
interPretación por lo Juzgadores civiles de las normas comune.
que, en este caso, disciplinan la validez '1 la eficacia de los acto,
realizados por un mandatario cuyo poder es desPués objeto d,
revocación.

4. Lo anterior no puede llevar sino a la denegación de
amparo, pues el derecho fundamental de la actora no lile violad,
por el aeto de la Junta Electoral, del dia 4 de mayo, mediante el qu<
se acogió la solicitud del representante electoral de la Federación d<
Partidos de Alianza Popular a efectos de que se tuviera por retira<h
la csndidatura inicialmente presentada en nombre de tal Federa
ción. Como con razón observa el Ministerio Fiscal, la recurrente n<
ha sido candidata J!resentada y no proclamada. No ha llegad<
si",uiera a ser adntiUda como tal candidata por la Junta EIeetora
-DI, en consecuencia, se ha procedido a anunciar públicamente Sl
presentación- a resultas de haberse reconocido eficacia, par;
revocar la presentación antes becha en su nombre, a una declara
ción de voluntad de contrario sipo formulada por quien lile titula
lepI, en este caso, de la iniciativa misma de presentación, esto es
por la Federación de Partidos de Alianza Popular. Nada podemo
decir, seg1ln anles indicamos, sobre si tal reconOCÍlll1ellto d.
eficscia a la nueva declaración del promotor de la candidatur;
resultó o no conforme a las disposiciones comunes aqul aplicable.
pero si nos basta, con lo dicho, pan apreciar que no se vulneró, po
ese mismo reconocimiento, el derecho fundamental de quien, como
la aetora, no habla sido aún reconocida ~r la adminiStraciÓI
electoral como candidata. Ninguna relaClón guarda con est
supues.to. por lo mismo, lo declarado en nuestra Sentencia 5/1983
de 4 de lebrero, que en la demanda se cita, pues en aquel procese
a diferencia del que concluye abora, se vino a examinar la posibl
vulneración del derecho fundamental de quien ostentaba ya,
través de la elección popular, un determinado cargo público.

FALLO

En atención a todo lo expuesto,,!1 Tribunal Constituciona
POR LA AUTORIDAD ~UE LE l-uNFlERE LA CONSTln:
CION DE LA NACION ESPAÑ'OLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por doña Maria de los Angel.
Vielva Juez.

Publiquese esta Sentencia en el oBoletln Oficial del Estad....
Dada en Madrid a veintiséis de mayo de 1987.-Firmado,

Francisco Tomás y Valiente.-francisco Rubio L1orente.-Lul
Dlez-Picaro y Ponee de uón.-Antonio Truyol Serra.-Eugeni
DIaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Rubricado,

núm. I de a~ueUa capital, a la que corresponde el si¡uiente fiIII,
«Que por aplicación del Decreto de Indulto de 25 de noviembre d
19'75 debemos absolver y absolvemos a X del delito de estafa IX
el que venia acussdo, declarando de oficio las costas procesales
reservando a los perjudicados las acciones civiles pan que pueda
hacerlas valer en la via correspondiente».

En dicha Sentencia se declara que los hechos probados constill
yen un delito de estafa previsto y penado en el art. 528 en relació
con la circunstancia tercera del arto 529 del CódiJlo Penal, siendo el
aplicación a este supuesto el Decreto de [ndulto de 25 el
noviembre de 1975.

2 Contra dicha resolución interpuso y anunció el interesad
recurso de cassción por infracción de Uy y por quebrantamient
de forma, coss que también se hizo por la acusación particuIa
admitiéndose el recurso por la Sala de instancia.

Formalizado el recurso de cassción por el señor X, I1nicamen'
por infracción de Ley, con base en CUltro diferentes motivos, :
Sala Segunda del Tribunal Supremo dietó el 4 de diciembre de 19E
Auto por el que se declara no haber lugar a la admisión del recuro<
declarando asimismo admitido concluso el formalizado por 1,
acussdores particulares. fundaba el Tnbunal Supremo la madm
sión del recurso del sedor X en que la doctrina general sentada~
la Sala en innumerables resoluciones de que el recurso de cassClé
se da contra el fallo o parte dispositiva de las Sentencias y no con!
sus fundamentos de Derecho, impide en este caso la Idmisiór
trámite del interpuesto a nombre de X, pues habiendo .


